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INTRODUCCIÓN 
 

 

El juicio de amparo ha sido y sigue siendo el medio más eficaz que tiene el 
gobernado para defenderse de la actuación de la autoridad. En este artículo se hace 
un repaso histórico en el que se muestra la evolución de este medio de control de 
la constitucionalidad de los actos del Estado mexicano, hasta llegar a lo que 
tenemos hoy en día, describiéndose las reglas de procedencia, principios y efectos 
de las sentencias de amparo. Finalmente, se analizan los cambios que en el pasado 
reciente se han dado en busca de un nuevo juicio de amparo que subsane o corrija 
los vicios acumulados, tratando de hacerlo más eficaz y extender su alcance a los 
gobernados que por un exceso de formalismos quedan muchas veces en estado de 
indefensión. 

El juicio de amparo en México se ha venido desarrollando de manera paulatina en 
la historia constitucional, hasta llegar a ser el principal medio de defensa con el que 
contamos los gobernados frente al poder público, si bien ya también es necesario 
que se ajusten algunas de sus figuras e instituciones con el afán de que se actualice 
a la realidad de nuestra sociedad en el inicio ya de la segunda década del siglo XXI. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 



 

EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL JUICIO DE AMPARO 

 

 

El juicio de amparo en México se ha venido desarrollando de manera paulatina en 
la historia constitucional, hasta llegar a ser el principal medio de defensa con el que 
contamos los gobernados frente al poder público, si bien ya también es necesario 
que se ajusten algunas de sus figuras e instituciones con el afán de que se actualice 
a la realidad de nuestra sociedad en el inicio ya de la segunda década del siglo XXI. 

 

 

1.1.- Constitución de Yucatán de 1840 

 

En las Constituciones federales previas se vislumbraban intentos de establecer una 
figura similar a lo que conocemos hoy en día como los medios de control 
constitucional o de la constitucionalidad de los actos de las autoridades. 

a Constitución Federal de 1824 no consignaba un concreto instrumento jurídico para 
proteger las garantías individuales que, en cierta forma, establecía su propio texto, 
puesto que el artículo 137, fracción V, inciso sexto, otorgaba a la Corte Suprema de 
Justicia la facultad de conocer de las infracciones a la Constitución y a las leyes 
generales, esta misma Constitución, en su artículo 24, ordena la primacía del pacto 
federal sobre las Constituciones de los estados. 

Las Siete Leyes Constitucionales del año de 1836 cambian el régimen federal por 
el centralista, manteniendo la separación de poderes. 

Es importante señalar que el Supremo Poder Conservador nunca podía actuar a 
petición de algún individuo interesado, sino que eran las autoridades las únicas 
facultadas para exhortar al mencionado Poder a actuar, y aunque vemos un órgano 
con poderes desmedidos, ―la vida del Supremo Poder Conservador fue efímera 
como lo fue la propia Constitución de 1836, y en verdad la actuación de este 
organismo no fue muy importante, ya que ni tan siquiera pudo actuar de acuerdo a 
las normas que lo crearon. 

 

 

 

 



1.2.- Acta de Reformas de 1847 

 

El 18 de mayo de 1847 se promulgó el Acta de Reformas que vino a restaurar la 
vigencia de la Constitución Federal de 1824. Su expedición tuvo como origen el Plan 
de la Ciudadela de 4 de agosto de 1846, en el que se desconoció el régimen central 
dentro del que se había organizado teóricamente el país desde 1836, propugnando 
el restablecimiento del sistema federal y la formación de un nuevo congreso 
constituyente, el cual quedó instalado el 6 de diciembre del mismo año. 

En efecto, los tribunales de la Federación ampararían a cualquier habitante de la 
República en el ejercicio y conservación de los derechos concedidos por la 
Constitución y las leyes constitucionales contra todo ataque de los poderes 
Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los estados, limitándose dichos 
tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el 
proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que lo 
motivare. 

 

 

1.3.- Constitución Federal de 1857 

 

Es en la Constitución de 1857 donde se consolida el amparo en nuestro orden 
constitucional. 

la Comisión del Congreso Constituyente de 1856-57 que lo elaboró y de la que 
formó parte don Ponciano Arriaga, enfoca una justificada y severa crítica contra el 
régimen político de tutela constitucional implantado en la citada Acta, pugnando, en 
cambio, porque fuese la autoridad judicial la que proveyese a la protección de la ley 
fundamental en los casos concretos en que se denunciase por cualquier particular 
alguna violación a sus mandamientos y mediante la instauración de un verdadero 
juicio, en que los fallos no tuvieran efectos declarativos generales. 

 

 

 

 

 

 

 



1.4.- Constitución Federal de 1917 

 

Política de los Estados Unidos Mexicanos que reforma la de 5 de febrero de 1857, 
como se le llamó en su publicación en el Diario Oficial del 5 de febrero de 1917. 

Dichas reglas de las doce fracciones que contiene el artículo 107 las podemos 
resumir de la siguiente manera: 

 1) El juicio se seguirá a instancia de parte agraviada.  

2) Las sentencias no tendrán efectos generales.  

3) En los juicios civiles o penales el amparo procederá contra las sentencias 
definitivas. UNIVERSIDAD DEL SURESTE 21 

 4) Se podrá suplir la deficiencia de la queja en los juicios penales.  

5) En los juicios civiles o penales sólo procederá el amparo contra la violación de 
las leyes del procedimiento, cuando se afecten las partes sustanciales de él y de 
manera que su infracción deje sin defensa al quejoso. 

 6) En los juicios penales, la ejecución de la sentencia definitiva contra la que se 
pide amparo, se suspenderá por la autoridad responsable.  

7) En los juicios civiles, la ejecución de la sentencia definitiva sólo se suspenderá si 
el quejoso da fianza de pagar los daños y perjuicios que la suspensión ocasione. 

 8) Cuando se trate de actos de autoridad distinta de la judicial, o de actos de ésta 
ejecutados fuera de juicio o después de concluido, o de actos en el juicio cuya 
ejecución sea de imposible reparación o que afecte a personas extrañas al juicio, el 
amparo se pedirá ante el juez de distrito. 9) La autoridad responsable será 
consignada a la autoridad correspondiente cuando no suspenda el acto reclamado, 
debiendo hacerlo, y cuando admita fianza que resultare ilusoria o insuficiente, 
siendo en estos dos últimos casos solidaria la responsabilidad penal y civil de la 
autoridad, con el que ofreciere la fianza y el que la prestare.  

10) Si después de concedido el amparo, la autoridad responsable insistiere en la 
repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, 
será inmediatamente separada de su cargo y consignada ante el juez de distrito que 
corresponda, para que la juzgue. 

 

 

 

 



1.5.- Control de la constitucionalidad a través del juicio de amparo 

 

El amparo es un sistema de defensa de la Constitución y de los derechos humanos 
de tipo jurisdiccional que se tramita en forma de juicio ante el Poder Judicial Federal, 
cuya finalidad es declarar la nulidad del acto que se reclama y la reposición del 
quejoso en el goce del derecho vulnerado. 

Clasificación de los sistemas de control constitucional Los medios de control 
constitucional pueden ser clasificados desde los siguientes puntos de vista, por 
señalar los más evidentes:  

• Conforme al número de órganos que lo ejercen. 

 • Por la orientación de la interpretación constitucional que requieren.  

• Según la naturaleza del órgano encargado del control constitucional. 

 

 

1.6.- Control de la legalidad 

 

El control de legalidad es una concepción que tiene su origen en el derecho 
moderno. Su aparición se encuentra estrechamente relacionada con la 
centralización del poder en el Estado, su consecuente reivindicación del monopolio 
de la producción legislativa y la necesidad de hacer efectivo el mandato de las leyes. 
Como resultado de esta nueva configuración, resultaba indispensable obligar no 
sólo a los gobernados, sino a la administración pública en general y a los jueces en 
lo particular, a apegarse al mandato estricto de la ley. 

El control de la legalidad en México tuvo sus primeras expresiones a mediados del 
siglo XIX con la instauración de tribunales de casación en diversas entidades 
federativas. Sin embargo, dados los complejos requisitos técnicos exigidos para la 
procedencia de la casación, su empleo era poco frecuente. En la década de los 
años sesenta del propio siglo XIX, los abogados mexicanos empezaron a recurrir al 
juicio de amparo para impugnar en forma extraordinaria resoluciones judiciales bajo 
el argumento de que se oponían al mandato constitucional de apego a la legalidad 
establecido en el art. 14 de la Constitución. 

 

 

 

 



1.7.- Control de constitucionalidad por órgano jurisdiccional 

 

El control constitucional por órgano político posee las siguientes notas:  

a) La tutela del orden constitucional se encomienda a alguno de los tres poderes 
políticos tradicionales o a un órgano especial 

b) La denuncia de inconstitucionalidad compete a un órgano estatal o a un conjunto 
de funcionarios.  

c) Ante el órgano de control no se realiza un procedimiento contencioso, pues no se 
plantea la inconstitucionalidad de algún acto como una Litis. d) Las declaraciones 
de inconstitucionalidad emitidas en él tienen efectos generales o erga omnes.  

A su vez, el sistema jurisdiccional se caracteriza por los siguientes elementos:  

a) Se encomienda a un órgano judicial con competencia expresa para determinar la 
constitucionalidad de diversos actos. 

 b) Está legitimado para iniciar el procedimiento correspondiente, el gobernado, a 
quien perjudica el acto tildado de inconstitucional.  

c) Ante el órgano jurisdiccional se lleva a cabo un auténtico procedimiento 
contencioso cuya Litis versa sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del 
acto impugnado.  

d) Los efectos de la resolución dictada en él son relativos, es decir, sólo afectan a 
las partes que intervinieron en dicho procedimiento. 

 

1.8.- Control de la constitucionalidad por vía de acción 

 

El control constitucional por vía de acción se realiza a través de la impugnación del 
acto supuestamente violatorio de la Constitución, en un proceso ad hoc ante un 
órgano jurisdiccional competente para decretar su nulidad; dicho órgano, en 
ejercicio de la función jurisdiccional, resuelve la controversia planteada por el 
quejoso contra la autoridad emisora del acto tildado de inconstitucional, la cual versa 
justamente sobre la conformidad de dicho acto con lo dispuesto en la ley 
fundamental, siendo este proceso completamente distinto al procedimiento del que 
derive aquél. 

 

 

 



1.9.- Principios del juicio de amparo 

Los principios constitucionales se pueden señalar esencialmente los siguientes: 

 1. Principio de instancia de parte agraviada Se plasma en la fracción I del Artículo 
107 de la Constitución, y se encuentra reglamentada en el artículo 4o. de la Ley de 
Amparo, es decir que el juicio de amparo sólo puede promoverse por la parte a 
quien perjudique la Ley, el Tratado Internacional, el Reglamento o cualquier otro 
acto que se reclame. Este principio es esencial, pues el gobernado es el titular de 
la acción, es decir, que el particular (personas físicas y morales y por excepción los 
órganos de los gobiernos federal y estatales) tienen a su alcance el instrumento que 
es el juicio de amparo, para hacer valer sus garantías individuales.  

2. Principio de existencia de agravio personal y directo de carácter jurídico El 
perjuicio que sufre el gobernado en su esfera de derechos por el acto de autoridad 
o acto reclamado se denomina Agravio. Éste tiene que ser personal, es decir, que 
recaiga en una persona determinada; además debe ser directo, afectar la esfera 
jurídica del quejoso, asimismo, su realización —pasada, presente o futura de 
inminente ejecución— debe ser cierta. 

 

1.10.- Procedencia del juicio de amparo 

 

El juicio de amparo directo procede: 

 

• Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, 
dictadas por tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, ya 
sea que la violación se cometa en ellos, o que, cometida durante el 
procedimiento, afecte las defensas del quejoso trascendiendo al resultado 
del fallo. 

• Contra sentencias definitivas y resoluciones que pongan fin al juicio dictadas 
por tribunales de lo contencioso administrativo cuando éstas sean favorables 
al quejoso, para el único efecto de hacer valer conceptos de violación en 
contra de las normas generales aplicadas. 

 

 

 

 

 



UNIDAD II PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO 

 

―Son partes en el juicio de amparo: 

I. El agraviado o agraviados 
II.  La autoridad o autoridades responsables. 
III. El tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese carácter: 

 

2.1. -El quejoso 

 

Quejoso o agraviado, podríamos decir que es una de las figuras más importantes 
en el juicio de garantías, ya que sin ella no se iniciaría ningún proceso. De acuerdo 
con el artículo 5 fracción I de la Ley de Amparo donde se plasma quien puede fungir 
como quejoso en un juicio de amparo. 

Es la persona física o moral sujeta a una relación jurídico-procesal en el juicio de 
garantías, la cual ejercita una acción de amparo para reclamar un acto de autoridad, 
en el que se reclama una violación a los derechos humanos reconocidos y a las 
garantías individuales, podemos considerar al quejoso como el sujeto que demanda 
o también como parte actora, quien solicita la protección de la Justicia Federal en 
dicho juicio. 

 

2.2. -Autoridad responsable 

 

La autoridad responsable, como parte en el juicio de amparo; su principal función 
es defender la constitucionalidad de su actuación como sujeto pasivo o demandado 
de la acción, es el órgano del Estado, que el quejoso le imputa el acto que ha 
conculcado sus derechos humanos reconocidos o sus garantías individuales 
tuteladas en la Constitución. 

 

 

 

 

 

 



2.3.- El tercero perjudicado 

 

Oscar Barrer Garza define que quien tiene interés jurídico en la subsistencia del 
acto reclamado, interés que se revela en que no se conceda el amparo al quejoso, 
y en advertir al juzgador sobre alguna causal de improcedencia para que sobresea 
el juicio. 

Ignacio Burgoa lo define como el sujeto que tiene un interés jurídico en la 
subsistencia del acto reclamado, interés que se revela en que no se conceda al 
quejoso la protección federal o en que sobresea el juicio respectivo. 

Para Arturo González Cosío lo define como aquella: Persona titular de un derecho 
que puede ser afectado por la sentencia que se dicte en el juicio de amparo, 
teniendo, por tanto, un interés jurídico para intervenir en la controversia 
constitucional y que para que subsista el acto reclamado y no se declare 
inconstitucional. 

 

2.4.- El Ministerio Público de la Federación 

 

El Ministerio Público Federal es una institución que, dentro de sus funciones y 
objetivos específicos que prevé su Ley Orgánica respectiva, tiene como finalidad 
general, que desde sus orígenes históricos le ha correspondido, defender los 
intereses sociales o del Estado. Labor fundamental del Ministerios Público Federal 
En materia de amparo, el Ministerio Publico de la Federación, tiene como labor 
fundamental, ser parte en los juicios de amparo, velando siempre el interés público, 
que atañe como representación social. El Ministerio Publico tiene todos los derechos 
procesales que conciernen a las demás partes, su actuar es independiente; es dable 
aclarar que aun cuando actúa como parte del juicio de amparo, no debe tener un 
interés particular, ni inclinarse por los intereses de alguna de las partes, ya sea el 
quejoso o la autoridad responsable, puesto que su función como parte del juicio de 
garantías, va encaminada a armonizar los intereses que están en controversia y 
más que nada de velar que todo se resuelva conforme a derecho; puesto que su 
naturaleza propia estriba en velar por el interés social que representa. 

 

 

 

 

 



2.5.- Legitimación en el juicio de amparo 

 

La legitimación es una condición jurídica, que determina la capacidad de un 
individuo que forma parte de un juicio determinado, y está directamente relacionada 
con la causa que da vida a la acción. Por lo tanto el actor y el demandado se 
encuentran legitimados, únicamente en el caso de ser sujetos reales de la relación 
que nace a través de la causa. Atendiendo a lo anterior si el que ejercita la acción 
no tiene o no demuestra su calidad de sujeto en dicha relación, no estará legitimado 
para ejercitar el juicio de garantías. Podemos distinguir dos tipos de legitimación: la 
activa y la pasiva, la primera es la que se reconoce a favor del actor y la segunda, 
al demandado. 

 

2.6.- Del quejoso 

 

 El quejoso en el juicio de amparo es aquel sujeto que sufrió un agravio mediante 
un acto de autoridad considerado contrario a lo establecido en las disposiciones 
Constitucionales, por lo que sus garantías individuales se verán afectadas, en 
consecuencia, el quejoso estará legitimado para accionar el mecanismo del juicio 
de amparo. Solo es necesaria la existencia del agravio causado por el acto de 
autoridad para que el quejoso se encuentre legitimado para promover el juicio de 
garantías. El quejoso se legitima, en el juicio de amparo, acudiendo ante los 
tribunales de la Federación y entablando su acción constitucional por considerar 
que una ley o acto de autoridad le viola sus garantías individuales, y la autoridad de 
amparo le admite su demanda. 

 

2.7.- Excepciones  

 

Toda vez que el principio de estricto derecho equivale a la imposibilidad de que el 
juzgador de amparo subsane las omisiones o supla las deficiencias de los conceptos 
de violación o agravios, puede establecerse que la principal excepción a dicho 
principio la constituye la llamada suplencia de la queja. 

 

 

 

 



 

2.8.-La personalidad en el juicio de amparo  

 

No debe confundirse el ejercicio de un derecho, con la personalidad de quien lo 
ejercita, supuesto que con el primero se trata de objetivar situaciones jurídicas, y la 
segunda solamente se refiere a la forma y manera de ostentarse para hacer efectivo 
el derecho que se pretende tener; de manera que no debe confundirse una cuestión 
sustancial con una puramente formal, como sucede con frecuencia cuando, para 
alegar que una persona carece del derecho que pretende tutelar, se dice que carece 
de personalidad, sin tomar en consideración que ésta consiste precisamente, en la 
capacidad de actuar ante las autoridades. 

 

2.9.- Competencia en materia de amparo 

 

 Competencia es la facultad que la ley otorga a un órgano jurisdiccional para que 
conozca determinados asuntos, dentro de los límites que la propia norma determina. 
Es un presupuesto procesal básico para poder ejercer la jurisdicción y así estar en 
aptitud de realizar cualquier otro acto procesal. Por tanto, para que un juez tenga 
competencia respecto del conocimiento de un determinado asunto, se precisa que, 
hallándose éste dentro de la órbita de su jurisdicción, la ley le reserve su 
conocimiento, con preferencia respecto de los demás jueces o tribunales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Conclusión 

 

 
El juicio de amparo es el medio de defensa más importante que tiene el gobernado 
para combatir los actos autoritarios del poder público; sin embargo, en los últimos 
años se ha visto como un mecanismo en extremo formal y cerrado que dificulta en 
ciertos casos hacer efectivos los derechos y, en otros, los abusos del propio 
gobernado, distorsionando la esencia de este medio de defensa constitucional. Lo 
anterior se debe en gran medida a que prácticamente en los últimos veinte años la 
legislación no se ha modificado ni ajustado a los cambios que la misma dinámica 
social exige, de ahí que la reforma constitucional de diciembre de 2010 y su 
consecuente Nueva Ley de Amparo (en discusión en el Congreso de la Unión) 
vienen a darle aire fresco y a hacerlo más asequible para el gobernado. De las 
modificaciones realizadas podemos destacar tres de ellas, dada la importancia que 
revisten: primero, el cambio de exigencia del interés jurídico (concepto cerrado y 
estricto para la procedencia del amparo) por el del interés legítimo (más flexible y 
que posibilita la defensa de derechos que hoy en día es difícil tutelar, por lo menos 
en esta vía); segundo, trastocar un principio rector del juicio de amparo que parecía 
inmutable: la relatividad de las sentencias de amparo; ahora, bajo ciertas 
condiciones y requisitos, será posible que haya una declaratoria general de 
inconstitucionalidad de una ley, si bien con la restricción de no poder hacerlo en 
tratándose de leyes tributarias. Finalmente, podemos destacar el hecho de que 
ahora se precise que el juicio de amparo es un mecanismo de defensa para hacer 
exigibles frente a la autoridad no solamente los derechos fundamentales 
consagrados en el texto constitucional (garantías individuales) sino, además, 
aquellos que están conferidos en un tratado internacional, lo que hace y propicia 
que se le dé la relevancia que tienen los tratados internacionales de derechos 
humanos, como complemento a los que consagra y otorga el texto constitucional. 


